El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 
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ENTIDADES DEL SECTOR DESCENTRALIZADO POR SERVICIOS DEL ORDEN NACIONAL / COMPETENCIA DE LOS JUECES DEL CIRCUITO. “Según el inciso segundo del numeral 1° del artículo 1° del Decreto 1382 de 2000, a los jueces del circuito o con categorías de tales, deberán ser repartidas para su conocimiento, en primera instancia, las acciones de tutela que se interpongan contra cualquier organismo o entidad del sector descentralizado por servicios del orden nacional. De tal naturaleza participa Migración Colombia, de conformidad con el artículo 1° del Decreto 4062 de 2011, que define a esa entidad como una unidad administrativa especial y la dotó de personería jurídica, autonomía administrativa, financiera y patrimonio independiente, y teniendo en cuenta lo reglado en el artículo 38 de la Ley 489 de 1998, que enlista como entidades descentralizadas por servicios del orden nacional, las unidades administrativas especiales con personería jurídica. 4. En esas condiciones, de la presente acción de tutela deben conocer los Jueces con categoría de Circuito y no un Tribunal Superior de Distrito Judicial, dada la naturaleza jurídica de la entidad demandada.”.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA UNITARIA CIVIL FAMILIA


Magistrada: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, enero trece (13) de dos mil dieciséis (2016)


Expediente No. 66001-22-13-000-2017-000002-00

1. La menor María Fernanda González Sánchez, en coadyuvancia del abogado Cristian David Osorio Londoño, interpuso acción de tutela contra la Unidad Administrativa Especial de Migración Colombia y el señor Luis Fernando González Montoya.
2. Pretende, con la acción propuesta, se protejan sus derechos a la libertad, la dignidad, la familia, la libre locomoción y la seguridad social, vulnerados por los demandados al impedirle su regreso a Argentina, país donde se encuentra domiciliada.
3. Según el inciso segundo del numeral 1° del artículo 1° del Decreto 1382 de 2000, a los jueces del circuito o con categorías de tales, deberán ser repartidas para su conocimiento, en primera instancia, las acciones de tutela que se interpongan contra cualquier organismo o entidad del sector descentralizado por servicios del orden nacional.

De tal naturaleza participa Migración Colombia, de conformidad con el artículo 1° del Decreto 4062 de 2011, que define a esa entidad como una unidad administrativa especial y la dotó de personería jurídica, autonomía administrativa, financiera y patrimonio independiente, y teniendo en cuenta lo reglado en el artículo 38 de la Ley 489 de 1998, que enlista como entidades descentralizadas por servicios del orden nacional, las unidades administrativas especiales con personería jurídica. 
4. En esas condiciones, de la presente acción de tutela deben conocer los Jueces con categoría de Circuito y no un Tribunal Superior de Distrito Judicial, dada la naturaleza jurídica de la entidad demandada.

5. En el mismo sentido se pronunció la Corte Suprema de Justicia al declarar la nulidad de lo actuado en la acción de tutela que se promovió contra la Unidad Administrativa Especial de Migración Colombia y de la que conoció la Sala de Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Medellín:

“4. Así las cosas, atendiendo la naturaleza jurídica del extremo pasivo, prevista en el Decreto 4062 de 2011 que reza en su artículo 1° «crease la Unidad Administrativa Especial, como un organismo civil de seguridad, denominada Migración Colombia, con personería jurídica, autonomía administrativa, financiera y patrimonio independiente, con jurisdicción en todo el territorio nacional, adscrita al ministerio de Relaciones Exteriores», la competencia para conocer de la misma en primera instancia corresponde a los Juzgados del Circuito, o con categoría de tales, al tenor de la regla consagrada en el numeral 1°, inciso segundo, del artículo 1° del Decreto 1382 de 2000.

5. En conclusión, la presente actuación se encuentra viciada de nulidad por falta de «competencia funcional», irregularidad insaneable de acuerdo con el inciso final del artículo 144 del Código de Procedimiento Civil, aplicable a la acción de tutela por remisión del art. 4° del Decreto 306 de 1992; la que es menester declarar a partir del auto que ordenó su trámite, y se dispondrá remitir el expediente a la oficina judicial de reparto para que sea asignado entre los juzgados de familia de Medellín.”

6. Y aunque la acción involucra también a un particular, la competencia sigue radicada en un juzgado con categoría de circuito de conformidad con las reglas del artículo 1° del Decreto 1382 ya citado, que en su parte pertinente, dice: “A los jueces municipales les serán repartidas para su conocimiento en primera instancia, las acciones de tutela que se interpongan contra cualquier autoridad pública del orden Distrital o municipal y contra particulares” y “Cuando la acción de tutela se promueva contra más de una autoridad y éstas sean de diferente nivel, el reparto se hará al juez de mayor jerarquía…” 

7. Esta Sala no desconoce el contenido del auto 124 de 2009 proferido por la Corte Constitucional que impuso como obligación a los funcionarios judiciales avocar el conocimiento de esta clase de acciones y les impide declararse incompetentes cuando de aplicar las reglas de reparto se trata; sin embargo, comparte el criterio de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia en relación con la competencia que deben tener los jueces para conocer de las acciones de tutela, el que aún se mantiene
. 

Además, por mandato del artículo 230 de la Constitución Política, los jueces están sometidos al imperio de la ley y por ende, no están obligados por ningún precepto jurídico a acoger, sin posibilidad de crítica ni discernimiento, el criterio plasmado por la Corte Constitucional en el último auto citado, del que respetuosamente esta Sala se aparta, con fundamento en las providencias de la Corte Suprema de Justicia citadas, que encuentran sustento en la normatividad jurídica.

En mérito de lo expuesto, esta Sala Unitaria Civil-Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira,

R E S U E L V E

1º Declararse incompetente para conocer de la acción de tutela propuesta por la menor María Fernanda González Sánchez, en coadyuvancia del abogado Cristian David Osorio Londoño, contra la Unidad Administrativa Especial de Migración Colombia y el señor Luis Fernando González Montoya.
2º Remítanse las diligencias a la Oficina de Administración Judicial para que se realice el reparto correspondiente entre los juzgados con categoría de circuito en esta ciudad.
3º Notifíquese esta decisión a la parte demandante por el medio más eficaz.

Notifíquese y cúmplase, 

La Magistrada,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
� Sala de Casación Civil, auto del 24 de febrero de 2014, Magistrada Ponente: Margarita Cabello Blanco, expediente No. 05001-22-10-000-2013-00420-01. 


� Ver por ejemplo autos del 30 de abril de 2010, MP. Dr. Arturo Solarte Rodríguez; del 5 de julio de 2011, MP. Dr. Fernando Giraldo Gutiérrez; del 8 de febrero de 2013, MP. DR. Arturo Solarte Rodríguez; del 19 de agosto de 2014 y del 6 de febrero de 2015, MP. Dra. Margarita Cabello Blanco.
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